El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.
José Gustavo Arango Marín vs Colpensiones.  Rad. 66001-31-05-005-2015-00019-01


El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.
Providencia:


Sentencia de 21 de noviembre de 2018
Radicación Nro.

66001-31-05-005-2015-00019-01
Proceso

 
Ordinario Laboral

Demandante:


José Gustavo Arango Marín
Demandado:


UGPP sucesora procesal de Positiva Compañía de Seguros S.A.
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TEMAS:
PENSIÓN DE INVALIDEZ DE ORIGEN PROFESIONAL / COMPATIBILIDAD CON LA PENSIÓN DE VEJEZ / PENSIONAL / DE LA SUCESIÓN PROCESAL DE LA UGPP PARA EL PAGO DE PENSIONES A CARGO DE POSITIVA COMPAÑÍA DE SEGUROS.
La Sala de Casación Laboral…  dejó sentado que es posible otorgar dos pensiones en cabeza de una misma persona, cuando éstas, habiendo tenido fuentes de financiación independientes, se hayan generado a partir de eventos completamente diferentes que traen como consecuencia el cubrimiento de dos riesgos totalmente distintos; como ocurre en el caso de la pensión de invalidez de origen profesional y la pensión de vejez, dado que la primera protege riesgos propios de la actividad laboral y la segunda cubre una contingencia común a las cuales se accede por cotizaciones separadas a subsistemas independientes que poseen sus propias reglamentaciones.

De la misma manera expresó que no resulta cierto que el pensionado deba renunciar a la pensión que viene percibiendo para poder disfrutar de la segunda y mucho menos resulta válido que una de ellas, por ejemplo la de invalidez de origen profesional mute en la pensión de vejez, pues como ya se afirmó, se trata de prestaciones que amparan riesgos diferentes. (…)

La Ley 1753 de 2015… estableció en el artículo 80 que las pensiones que para la entrada en vigencia de esa normatividad estuvieran a cargo de Positiva S.A. y cuyos derechos fueron causados originalmente en el ISS, serían administrados por la UGPP y pagadas por el FOPEP, previo el traslado de la reserva actual correspondiente.

Para regular este último aspecto, se expidió el Decreto 1437 de 2015 que en su artículo 1º fijó como fecha para la asignación de competencias a la UGPP como administradora de tales pensionales, el 30 de junio de 2015…
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA

Hoy, veintiuno de noviembre de dos mil dieciocho, siendo las diez y quince minutos de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación presentado por la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA SEGURIDAD SOCIAL – UGPP en calidad de sucesora procesal de POSITIVA COMPAÑÍA DE SEGUROS S.A. y el grado jurisdiccional de consulta que se dispuso igualmente a su favor de la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito el 3 de julio de 2018, dentro del proceso que le promueve el señor JOSÉ GUSTAVO ARANGO MARÍN, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-005-2015-00019-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende el señor José Gustavo Arango Marín que la justicia laboral declare que tiene derecho a que la sociedad Positiva Compañía de Seguros S.A., restablezca el reconocimiento de la pensión invalidez de origen profesional a partir del 1º de febrero de 2004 y con base en ello aspira, que se ordene el pago de las mesadas pensionales dejadas de percibir desde esa calenda y hasta que sea incluido nuevamente en nómina de pensionados, los intereses moratorios establecidos en el artículo 141 de la Ley 100 de 1993, todo lo que resulte probado extra y ultra petita y las costas procesales a su favor.

Refiere que: nació el 1º de octubre de 1936; mediante Resolución No. 1227 de 5 de junio de 1990 el ISS le reconoció la pensión de invalidez de origen profesional en cuantía del SMLMV; a través de Resolución No. 6774 de 25 de noviembre de 1996 esa misma entidad suspendió el pago de la prestación económica y le concedió la pensión de vejez a partir del 1º de diciembre de 1996; el 1º de julio de 2003 se reactivó el pago de la pensión de invalidez de origen profesional, según el acto administrativo No. 856 de 27 de junio de 2003; a partir del 30 de enero de 2004 mediante Resolución No. 983 de esa misma fecha, fue retirado de nómina de pensionados, respecto de la prestación económica de origen laboral; el ISS profirió Resolución No. 2373 de 16 de abril de 2009 ordenando la sustitución de esa pensión a la pensión de vejez; el 22 de octubre de 2014 solicitó la reactivación y pago de su mesada pensional, la cual fue resuelta negativamente por la entidad accionada.

Al contestar la demanda –fls.81 a 105-, Positiva Compañía de Seguros S.A., aceptó la fecha de nacimiento del accionante, el reconocimiento de las pensiones de invalidez de origen profesional y de vejez; la solicitud elevada tendiente a que se le reactivara el pago de la primera y su respectiva respuesta. Frente a los demás hechos manifestó que no eran ciertos o que no le constaban. Se opuso a las pretensiones de la demanda y formuló las excepciones de mérito que denominó “Inexistencia del derecho e inexistencia de la obligación”, “Improcedente de los intereses”, “Enriquecimiento sin justa causa”, “Prescripción”, “Buena fe” y la “Innominada o Genérica”.

Mediante auto del 4 de marzo de 2016 –fl.153-, se ordenó tener a la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales dela Protección Social – UGPP, como sucesora procesal de Positiva Compañía de Seguros S.A., decisión que fue notificada a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, según providencia del 16 de enero de 2017 –fl.214-. 

En sentencia de 3 de julio de 2018, la funcionaria de primer grado argumentó que la pensión de invalidez de origen profesional y la de vejez son totalmente compatibles, porque ambas provienen de fuentes de financiación y riesgos diferentes.

Seguidamente, indicó que la pensión de invalidez de origen profesional se había concedido provisionalmente por dos años y condicionada a que en caso de subsistir la incapacidad que generó tal reconocimiento transcurrido ese lapso, la misma se convertiría en definitiva, encontrando que efectivamente, según examen médico efectuado al accionante el 7 de febrero de 1994 por el médico laboral del ISS y el dictamen de la Junta Regional de Calificación de Invalidez de fecha 15 de noviembre de 2017, se evidenció que tal incapacidad persistió, pues en ambas calificaciones se determinó una PCL del 26 y 40%, respectivamente, es decir superior al 20% de que trata el Decreto 3170 de 1964 vigente para la fecha de estructuración, 7 de febrero de 1990.

Así las cosas, ordenó a la UGPP como sucesora procesal de Positiva Compañía de Seguros S.A., restablecer el pago de la prestación económica a favor del señor José Gustavo Arango Marín, en cuantía de un SMLMV y por catorce mesadas a partir del 22 de octubre de 2011 y a pagar un retroactivo pensional en la suma de $61.048.282 hasta el 30 de junio de 2018, pues encontró que las mesadas pensionales causadas desde el 1º de marzo de 2004 se encontraban prescritas.

Negó los intereses moratorios consagrados en el artículo 141 de la Ley 100 de 1993, porque la norma bajo la cual se reconoció la pensión de invalidez de origen profesional, fue anterior a la expedición de la Ley 100 de 1993 y además, no reconoce el pago de tales réditos, sin embargo, accedió a la indexación de las condenas ante la pérdida de poder adquisitivo de la moneda.

Inconforme con la decisión, la UGPP presentó recurso de apelación, manifestando que Positiva Compañía de Seguros S.A., no hizo entrega de los recursos económicos ni la hoja de vida del señor José Gustavo Arango Marín, conforme lo establece el Decreto 1437 de 2015, razón que le impide conocer si él era beneficiario o sustituto de alguna prestación económica, por lo tanto, no era procedente realizar un estudio sobre el reconocimiento de la pensión de invalidez de origen profesional a su favor; argumenta que la entidades públicas por mandato constitucional solo están obligadas al imperio de la Ley y en todo caso, el accionante no acreditó el cumplimiento de los requisitos exigidos en los artículos 6 y 10 de la Ley 776 de 2002 para acceder a dicha prestación económica.  

Igualmente, se dispuso el grado jurisdiccional de consulta frente a esa decisión y en favor de la UGPP.
En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver los siguientes PROBLEMAS JURIDICOS:

¿Resulta compatible la pensión de invalidez de origen profesional y la de vejez que reclama el accionante?
Según las resultas del anterior interrogante, deberá analizarse si el señor José Gustavo Arango Marín tiene derecho a que se le reactive el pago de la pensión de invalidez de origen profesional.

Y si habría lugar a condenar a la UGPP al pago de las mesadas pensionales que se causen con ocasión a esa reactivación de la prestación económica.

Con el propósito de dar solución al interrogante en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar, los siguientes aspectos: 

1. CAUSACIÓN DE LA PENSIÓN DE INVALIDEZ DE ORIGEN PROFESIONAL EN VIGENCIA DEL ACUERDO 155 DE 1963 APROBADO POR EL DECRETO 3170 DE 1964.

Señala el artículo 23 del Acuerdo 155 de 1963 aprobado por el Decreto 3170 de 1964, que una vez se declare la incapacidad permanente, sea total o parcial, se concederá la pensión por un período inicial de dos años, si la incapacidad subsiste después de transcurrido tal lapso, esa prestación económica tendrá el carácter de definitiva.

Por su parte, el artículo 24 de la misma normatividad, establece que el asegurado que tenga una incapacidad permanente parcial entre el 5% y el 20%, tendrá derecho a que se le pague en sustitución de la pensión, una indemnización en capital equivalente a tres anualidades de aquella, mientras que aquél que tenga una reducción de capacidad para trabajar superior al 20%, tendrá derecho a la pensión, condicionada a lo establecido en el artículo anteriormente referido.

2. COMPATIBILIDAD PENSIONAL ENTRE PENSIÓN DE VEJEZ Y PENSIÓN DE VEJEZ DE ORIGEN PROFESIONAL

La Sala de Casación Laboral en sentencias de 1º de diciembre de 2009 radicación Nº 33.558, 23 de febrero de 2010 radicación Nº 33.265, 22 de febrero de 2011 radicación Nº 34.820, 13 de febrero de 2013 radicación 40.560, 12 de marzo de 2014 radicación 41.547 y más recientemente en providencia de 19 de julio de 2016 radicación 47099 con ponencia del Magistrado Gerardo Botero Zuluaga, dejó sentado que es posible otorgar dos pensiones en cabeza de una misma persona, cuando éstas, habiendo tenido fuentes de financiación independientes, se hayan generado a partir de eventos completamente diferentes que traen como consecuencia el cubrimiento de dos riesgos totalmente distintos; como ocurre en el caso de la pensión de invalidez de origen profesional y la pensión de vejez, dado que la primera protege riesgos propios de la actividad laboral y la segunda cubre una contingencia común a las cuales se accede por cotizaciones separadas a subsistemas independientes que poseen sus propias reglamentaciones.

De la misma manera expresó que no resulta cierto que el pensionado deba renunciar a la pensión que viene percibiendo para poder disfrutar de la segunda y mucho menos resulta válido que una de ellas, por ejemplo la de invalidez de origen profesional mute en la pensión de vejez, pues como ya se afirmó, se trata de prestaciones que amparan riesgos diferentes.
3. DE LAS PENSIONES DE INVALIDEZ DE ORIGEN PROFESIONAL A CARGO DE POSITIVA CÍA DE SEGUROS.

La Ley 1151 de 2007, por medio del cual se expide el plan de desarrollo 2006-2010, estableció, en el artículo 155 la posibilidad de que las entidades públicas se asocien entre sí o con particulares para la constitución de sociedades que administren los riesgo que componen el Sistema General de Seguridad Social “o participen en el capital de las existentes o para que las entidades públicas enajenen alguno o algunos de los negocios a otras entidades públicas o que los particulares inviertan o participen en el capital de las entidades públicas”.
Esta normatividad, fue regula por el Decreto 600 de 2008, que en su artículo 4º expresamente dispuso:

“Realización de la operación. En desarrollo del artículo 155 de la Ley 1151 de 2007 y de las recomendaciones de los Conpes número 3456 del quince (15) de enero de 2007 y número 3464 del tres (3) de abril de 2007, bajo la dirección de los Ministros de Hacienda y Crédito Público y de la Protección Social, los órganos de dirección de las entidades involucradas en la cesión de activos, pasivos y contratos, adoptarán las decisiones necesarias que permitan la realización de la operación.

Para el desarrollo de este programa se celebrará un convenio entre el Instituto de los Seguros Sociales, ISS, La Previsora Vida S. A. Compañía de Seguros y la Nación, representada por los Ministros de la Protección Social y de Hacienda y Crédito Público, de acuerdo con lo previsto en el artículo 107 de la Ley 489 de 1998.

En dicho convenio se determinará la obligación del ISS de ceder sus negocios de riesgos profesionales a La Previsora Vida S. A. Compañía de Seguros, la forma de determinar el precio y demás aspectos que se consideren convenientes”.
Fue así entonces que entre la ARP I.S.S. y la Previsora Vida S.A –hoy Positiva Cía de Seguros S.A. se perfeccionó en el contrato de cesión de activos, pasivos y contratos aprobado por la Superintendencia Financiera de Colombia mediante Resolución No 1293 de 2008, obligándose la segunda a asumir las contingencias que cursaban en contra de la cesionaria.

4. DE LA OBLIGACIÓN DE LA UGPP DE ASUMIR LAS PENSIONES DE INVALIDEZ PROFESIONAL A CARGO DE POSITIVA CÍA DE SEGUROS S.A.

La Ley 1753 de 2015, por medio de la cual fue expedido el plan nacional de desarrolló, estableció en el artículo 80 que las pensiones que para la entrada en vigencia de esa normatividad estuvieran a cargo de Positiva S.A. y cuyos derechos fueron causados originalmente en el ISS, serían administrados por la UGPP y pagadas por el FOPEP, previo el traslado de la reserva actual correspondiente.

Para regular este último aspecto, se expidió el Decreto 1437 de 2015 que en su artículo 1º fijó como fecha para la asignación de competencias a la UGPP como administradora de tales pensionales, el 30 de junio de 2015; el artículo 3º de esa misma normatividad, prevé la manera en que debe elaborarse y presentarse el cálculo actuarial de todas las obligaciones pensionales que se encontraban en nómina de pensionados, cálculo que se dispuso, debe ser aprobado por el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, estableciéndose además, que la UGPP deberá efectuar y llevar a término las acciones que conduzcan a la aprobación de los cálculos actuariales adicionales por parte de ese Ministerio, pues, sin tales ajustes el FOPEP no podrá realizar el pago de las mesadas pensionales respectivas.

Por su parte el parágrafo 1º del artículo 4º dispone que, previa aprobación del Ministerio de Hacienda y Crédito Público de esos cálculos actuariales adicionales, Positiva S.A. deberá trasladar las reservas de los mismos a la Nación – Ministerio de Hacienda y Crédito Público – Dirección General de Crédito Público y Tesoro Nacional – FOPEP y que corresponden a los derechos pensionales no incluidos en el cálculo actuarial inicialmente aprobado y fallos judiciales de procesos que se encontraban en curso a la entrada en vigencia del decreto y que por tal razón no fueron incluidos, todo con el fin de financiar el pago de esas pensiones en los valores a que haya lugar. 

Los artículos 5º y 6º ibídem, reiteran la obligación que le asiste a Positiva Compañía de Seguros S.A., de garantizar la financiación y el pago de esos derechos pensionales antes mencionados, hasta que sean asumidos por la UGPP y el FOPEP; mientras que el artículo 10º regula lo correspondiente a la defensa judicial que debe ejercer la UGPP en los procesos judiciales relacionados con las obligaciones pensionales de que trata el Decreto y que tengan incidencia directa en la mesada pensional de las obligaciones a su cargo y en los que se inicien con posterioridad a ese traslado de funciones, insistiendo en la obligación de Positiva S.A., de obtener la aprobación de los cálculos actuariales adicionales de los derechos pensionales que al 30 de junio de 2015 no se les haya expedido el acto de reconocimiento por encontrarse en curso el proceso judicial.

Finalmente, para lo que interesa también al recurso de apelación, debe tenerse en cuenta el artículo 13 del mismo Decreto, en el que se dispuso que el Ministerio de Hacienda y Crédito Público asignará los recursos necesarios para que la UGPP y el FOPEP ejerzan las funciones establecidas en dicha regulación, indicando expresamente que “El Gobierno Nacional hará las operaciones presupuestales necesarias en el presupuesto de gastos del Ministerio de Trabajo Fondo de Pensiones Públicas del Nivel Nacional - FOPEP, para garantizar el cumplimiento de las obligaciones pensionales de que trata el presente Decreto.” 
EL CASO CONCRETO

En principio pasará la Sala a resolver el grado jurisdiccional de consulta dispuesto a favor de la UGPP, para el efecto, analizará si el señor José Gustavo Arango Marín cumple con los presupuestos para acceder al reconocimiento de la pensión de invalidez de origen profesional en forma definitiva tal como lo concluyó la a-quo y en caso positivo, se abordará lo correspondiente a la compatibilidad pensional entre esa prestación económica y la pensión de vejez que actualmente viene percibiendo el actor y finalmente, se deberá determinar si la entidad vinculada, en calidad de sucesora procesal de Positiva Compañía de Seguros S.A., debe responder por el pago de la pensión de invalidez de origen profesional. 

No existe discusión alguna, que mediante Resolución No. 01227 de 5 de junio de 1990, el Instituto de Seguros Sociales reconoció al señor José Gustavo Arango Marín la pensión de invalidez de origen profesional, a partir del 7 de febrero de 1990 y por el término de dos años, indicándose expresamente en ese acto administrativo que “se concede inicialmente hasta el 7 de febrero de 1992 y en ese momento será definitiva si subsiste la incapacidad, según examen médico del ISS” –fl.16-.

El accionante en cumplimiento a lo dispuesto en ese acto administrativo, se sometió a una nueva valoración según lo referido en la Resolución No. 856 de 27 de junio de 2003, en la que se consignó que en el expediente administrativo del afiliado, obraba oficio ML. SC.110 de fecha 7 de febrero de 1994, suscrito por el médico laboral (…) en el que se indica que “examinado nuevamente en esta sección al asegurado, conceptúo que persiste el mismo grado de invalidez por el cual fue pensionado inicialmente en febrero de 1990. Se estima su pérdida de capacidad auditiva en 26,7% previa corrección de presbiacusia”.

Adicionalmente, a folios 233 y 234 del expediente, reposa dictamen emitido el 15 de noviembre de 2017 por la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda y decretado por solicitud de Positiva Compañía de Seguros S.A. –fl.133-, en el que se determinó que el señor José Gustavo Arango Marín tiene una PCL del 40% de origen profesional y estructurada el 7 de febrero de 1990. 

Así las cosas, se tiene entonces que el accionante cumplió con los presupuestos exigidos en el Acuerdo 155 de 1963 aprobado por el Decreto 3170 de 1964 para acceder al reconocimiento de la pensión de invalidez de origen profesional de forma definitiva, en cuantía de un SMLMV y por catorce mesadas, pues su incapacidad permanente parcial supera el porcentaje fijado en el artículo 24 de esa normatividad. 

Ahora, según se dijo previamente ha sido permanente la posición de la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia en reconocer la compatibilidad en la percepción de pensión de invalidez por riesgo profesional y la pensión de vejez, por ello, como el actor fue retirado de la nómina de pensionados por Riesgos Profesionales del ISS a partir del 30 de enero de 2004 según Resolución No. 983 de 2004 –fls.24 a 27- y posteriormente, a través del acto administrativo 2373 de 2009 –fls.29 a 31-, la misma entidad convirtió en pensión de vejez, la pensión de invalidez de origen profesional, siguiendo tal línea jurisprudencial, considera la Sala que sí tiene derecho a que se le reactive el pago de la mesada pensional de la prestación económica de origen profesional, desde el 1º de febrero de 2004, por cuanto no existía fundamento legal para sustituir esta última en una de vejez, al contar cada prestación con una fuente de financiación totalmente diferentes.

En cuanto a la prescripción propuesta como excepción de mérito en la contestación de la demanda, se tiene que el señor José Gustavo Arango Marín interrumpió el terminó de prescripción el 22 de octubre de 2014, cuando elevó la solicitud de restablecimiento de la prestación económica, manteniéndose suspendido ese término hasta el 27 de octubre de ese mismo año, cuando Positiva Compañía de Seguros S.A. dio respuesta negativa a su solicitud mediante oficio visible a folio 46 a 48 del expediente, y como la presente acción ordinaria fue presentada el 21 de enero de 2015, según constancia de la Oficina de Reparto –fl.49-, todas las mesadas pensionales causadas con anterioridad al 22 de octubre de 2011, quedaron cobijadas por ese fenómeno extintivo.

En ese orden de ideas, para liquidar el retroactivo pensional causado entre el 22 de octubre de 2011 y el 31 de octubre de 2018, dando cumplimiento a lo previsto en el artículo 283 del C.G.P., se tuvo en cuenta como valor de la mesada pensional de cada anualidad el SMLMV, por lo tanto, según la tabla que se pone de presente a los asistentes con la correspondiente indexación, tiene derecho el demandante a que se le reconozca por tal concepto durante el lapso antes referido, la suma de $84.375.940. Igualmente, se autoriza efectuar el descuento del 12% correspondiente a los aportes en salud, como acertadamente lo ordenó la operadora judicial de primer grado.

Finalmente, pasará la Sala a resolver el recurso de apelación interpuesto por la UGPP sucesora procesal de Positiva Compañía de Seguros S.A., mediante el cual argumenta que no cuenta con el expediente pensional del actor ni le fueron girados los recursos económicos por parte de esta última, manifestando que no puede condenársele a que asuma el pago de la prestación económica que aquí se ordenó restablecer.

Frente al reconocimiento de la pensión de invalidez de origen profesional, debe decirse que la misma tuvo lugar antes de que la UGPP tuviera competencia para administrar las pensiones a cargo de Positiva Cía de Seguros S.A., cuyos derechos fueron causados originalmente en el Instituto de Seguros Sociales, esto debido a que tal reconocimiento tuvo lugar a través de la Resolución No. 01227 de 5 de junio de 1990, siendo reactivada posteriormente mediante acto administrativo No. 856 de 27 de junio de 2003, luego de haber sido suspendida, no obstante ello, a partir del 30 de enero de 2004 fue retirado de la nómina de pensionados nuevamente y de manera definitiva, siendo a través del presente trámite judicial, que se ordenara la reactivación o restablecimiento de la prestación, es decir, cuando ya se encontraba vigente el artículo 1º del Decreto 1437 de 2015, norma que otorga tal responsabilidad a la sucesora procesal.
Lo anterior, por cuanto dentro de las disposiciones contenidas en el Decreto en mención, se previó la cobertura de las contingencias que no fueron incluidas en el cálculo actuarial inicial de que trata el artículo 2º y en ese sentido se dispuso que Positiva Compañía de Seguros S.A. trasladara al Ministerio de Hacienda y Crédito Público – Dirección General de Crédito Público y Tesoro Nacional – Fondo de Pensiones Públicas del Nivel Nacional –FOPEP-, la reserva necesaria para cubrir los derechos pensionales que no se encuentren incluidos en los cálculos actuariales inicialmente aprobados.
En ese sentido, no existe duda, se repite, que la obligada a dar cumplimiento a la orden judicial es la UGPP, ya que el trámite administrativo que debe surtirse para garantizar la aprobación del cálculo actuarial del Ministerio del Ramo de que trata el parágrafo 1º del artículo 4º ibídem y  para que éste a su vez asigne los recursos necesarios en orden a que la sucesora procesal y el FOPEP puedan asumir el cumplimiento de la obligación pensional aquí reactivada, incumbe a éstas entidades y a la aseguradora, más no al afiliado.
En ese orden de ideas, la UGPP debe iniciar los requerimientos necesarios para que Positiva Compañía de Seguros S.A., proceda a presentar el cálculo actuarial adicional que corresponde ante el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, tal como lo establece el inciso 2º del artículo 10 del Decreto 1437 de 2015 y no determinar, sin ningún respaldo legal, que no es la obligada de pagar las mesadas pensionales a que tiene derecho el accionante y así se dispondrá en la parte resolutiva de esta providencia.
Queda así resuelto el recurso de apelación de la entidad accionada.
En conclusión, con el fin de actualizar la condena, se modificará el ordinal segundo de la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito, en cuanto al valor del retroactivo pensional a reconocer en favor del señor José Gustavo Arango Marín.

Costas en esta instancia a cargo de la recurrente.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE
PRIMERO. MODIFICAR el ordinal SEGUNDO de la sentencia proferida el 3 de julio de 2018, el cual quedará así:

“SEGUNDO. CONDENAR a POSTIVA COMPAÑÍA DE SEGUROS S.A. actualmente sucedida por la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL – UGPP a la reactivación del pago de la pensión de invalidez de origen profesional a favor del señor JOSÉ GUSTAVO ARANGO MARÍN a partir del 22 de octubre de 2011 en cuantía de un SMLMV y por catorce mesadas, el que liquidado al 31 de octubre de 2018 asciende a la suma de $84.375.940, del cual se autoriza efectuar el descuento de salud pertinente”.

SEGUNDO. ORDENAR a la UGPP que coordine con POSITIVA COMPAÑÍA DE SEGUROS S.A. lo necesario para dar cumplimiento al inciso 2º del artículo 10 del Decreto 1437 de 2015. 

TERCERO. CONFIRMAR en todo lo demás la sentencia apelada.

CUARTO. CONDENAR en costas de la instancia a la UGPP.
Notificación surtida en estrados.
No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella intervinieron.

Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
    ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

                                                                                     En compensación de Habeas Corpus
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